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El combate frontal contra las drogas y el cri-
men organizado prevaleció como una de las 
prioridades en la agenda de la administración 
presidencial saliente (2006-2012). Conocida 
como la “guerra contra las drogas”1, esta políti-
ca pública ha implicado y sigue involucrando 
un grupo difuso y diverso de acciones, progra-
mas, proyectos, secretarías y organizaciones 
del gobierno en todos los niveles.
	 En México, el gasto público inverti-
do en esta “política” ha alcanzado niveles im-
portantes y continúa representando un rubro 
considerable de los presupuestos anuales del 
gobierno que merecen un análisis más cuida-
doso y consciente sobre su destino, alcance e 
impactos en la sociedad. La tabla 1 muestra 
esta evolución durante el periodo 2006-2012 
el gasto destinado a algunas estrategias2 en 
materia de política de drogas: prevención, tra-
tamiento y derechos humanos, y ley y orden. 
	 En promedio, el gasto en política 
de drogas en estas estrategias, exceptuando 
las de salud y medio ambiente, ha represen-
tado 5% del total del gasto a lo largo de este 
periodo. Este nivel de gasto supera el gasto 
total de varias secretarías reunidas como Go-

bernación, Relaciones Exteriores, Hacienda y 
Crédito Público, Economía, Trabajo y Previsión 
Social, Reforma Agraria, Energía, Turismo, Ins-
tituto Federal Electoral, Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y Presidencia.
	 El flujo de información sobre el gas-
to público, recursos humanos y proyectos de 
inversión destinados a política de drogas es 
ambiguo e inexacto y se encuentra disper-
so en diferentes fuentes de información. La 
realidad es que los recursos destinados a la 
política de drogas carecen de una estructura 
de transparencia y rendición de cuentas clave 
para la planeación, programación, presupues-
to, seguimiento y evaluación de esta política. 
	 Como resultado, los estudios sobre 
política de drogas en México se han desa-
rrollado en un contexto de desinformación 
y ausencia de las estructuras de información 
necesarias para la gestión, seguimiento, trans-
parencia, rendición de cuentas y en general 
toma de decisiones (Centro de Estudios de 
las Finanzas Públicas cefp, 2006; 2010; Reyes 
Tépach, 2006a; 2006b; 2008; 2009a; 2009b, 
2009c; 2010a; 2010b; 2011; Sosa-Rubí, Sesma 
y Guijarro, 2000).

Introducción

1 En adelante refiero a la “guerra contra las drogas” como “política de drogas” por considerar este término 
conceptualmente más adecuado refiriéndose al conjunto de programas, proyectos, secretarías y organizaciones 
en todos los niveles del gobierno y sociedad civil orientados a disminuir los daños ocasionados por el abuso en el 
consumo y los mercados de las drogas lícitas e ilícitas.
2 El presente estudio sólo evalúa dos de tres grupos de estrategias en materia de política de drogas. Por razones 
de ausencia de información por parte de fuentes oficiales, se descartó el gasto destinado a estrategias de salud 
y medio ambiente en materia de política de drogas tal como algunos monitores y estudios recomiendan que se 
realice. Futuros estudios deberán considerar extender el presente esfuerzo a capturar el gasto de política de drogas 
en el rubro de salud y medio ambiente.
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Fuente: elaboración propia con base en los proyectos de presupuesto de egresos de la 
Federación 2006-2012 emitidos por la shcp, 2012.

Tabla 1. Evolución del gasto público en política de drogas
 periodo 2006-2012 (miles de millones de pesos)

	 Desde la perspectiva de gasto pú-
blico, la política de drogas ha sido registrada 
en los presupuestos como parte del sector de 
seguridad pública o del eje de orden, seguri-
dad y justicia. Esta perspectiva incide en que 
el fenómeno sea definido como un problema 
estrictamente de seguridad pública e impar-
tición de justicia. De hecho, los esfuerzos de 
investigación arriba mencionados estricta-
mente se concentran en estos componentes. 
Pocos estudios examinan la faceta de la polí-
tica de drogas en los ámbitos de prevención, 
tratamiento y salud que son considerados 
críticos para una política de drogas sólida de 
conformidad a las mejores prácticas interna-
cionales (International Drug Policy Consor-
tium idpc, 2012; European Monitoring Center 
for Drugs and Drug Addiction emcdda, 2008). 
	 Los gobiernos utilizan sistemas de 
información especializados con el propósito 
de recopilar, clasificar, integrar y monitorear 
los presupuestos de las diferentes organiza-

ciones y sectores que conforman el sector 
público. A estos sistemas se les denomina 
sistemas presupuestarios (Nice, 2002; Chen 
et al., 2009). Un sistema presupuestario efec-
tivo debe recopilar, clasificar, integrar y moni-
torear información útil, confiable y oportuna 
para la toma de decisiones de políticas públi-
cas de cualquier índole y para la discusión de 
los problemas públicos en cualquier escena-
rio democrático bajo esquemas de la trans-
parencia y rendición de cuentas (Cabrero y 
Rodríguez, 2012; Puron y Gil García, 2013). El 
sistema presupuestario actual para el regis-
tro, monitoreo y evaluación del gasto desti-
nado a las diferentes estrategias de política 
de drogas en México se reduce a registrar 
grosso modo el gasto de las secretarías de 
Gobernación incluyendo Seguridad Públi-
ca, Defensa, Marina, y Procuraduría General 
de la República del Gobierno Federal. Esta 
práctica limita la presencia de información 
útil para el análisis y toma de decisión de las 
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diferentes estrategias que involucra una po-
lítica de drogas.
	 La preocupación por estimar el des-
tino, prioridades e impacto del gasto público 
en política de drogas no es exclusiva de Mé-
xico. Varios países desarrollados y en vías de 
desarrollo están realizando esfuerzos para 
estimar sus labores en esta materia a fin de 
analizar impactos y corregir acciones (emcdda, 
2004, 2008; Miron, 2003; Miron y Waldock, 
2010; Moore, 2008; Prieto, 2010; Reuter, 2006; 
Ritter, 2007; Schiraldi, Holman y Beatty, 2000). 
La siguiente sección revisa estas experiencias 
a detalle. 
	 En materia de política de drogas, 
estos estudios han intentado cumplir con tres 
objetivos:

1.	 Identificar las asignaciones de gasto públi-
co en política de drogas (destino).

2.	 Estimar el costo de los recursos asignados 
a diversas prioridades de gasto en política 
de drogas (prioridad).

3.	 Evaluar los resultados de esta política en el 
país o regiones en cuestión (impacto).

	 El objetivo del presente estudio se 
acota al primero. Es decir, el presente esfuer-
zo busca identificar las asignaciones de gasto 
público del Gobierno Federal en materia de 
política de drogas; lo que significa intentar 
definir el destino del gasto en política de dro-
gas. Para ello, identifica las mejores prácticas 
en materia de costeo de política de drogas 

a nivel internacional para, posteriormente, 
utilizar la clave presupuestaria como instru-
mento de codificación de los rubros de gasto 
asignados a política de drogas. El uso de la 
clave presupuestaria permitió construir una 
base de datos del presupuesto original del 
periodo 2006-2012 con el propósito de ana-
lizar intertemporalmente el gasto público de 
la política de drogas a nivel federal utilizando 
gráficos y estadísticas descriptivas.
	 Los resultados del estudio muestran 
que existe una carencia e incluso ausencia de 
mecanismos en los sistemas presupuestarios 
que sugiere que, a pesar de que el fenóme-
no fue una prioridad de la administración, el 
proceso de administración del gasto público 
no contaba con los métodos y sistemas de 
información, presupuestarios y contables 
adecuados para el registro y monitoreo de las 
acciones e información del Gobierno Federal 
en materia de política de drogas.
	 La estructura de este documento 
contiene cuatro secciones incluyendo es-
tos comentarios introductorios. La segunda 
sección revisa los principales modelos de 
costos de política de drogas a nivel interna-
cional. La tercera sección detalla brevemen-
te el modelo de costos asumidos por el pre-
sente estudio. La cuarta sección describe el 
método de investigación. La quinta sección 
presenta el análisis y resultados del estudio. 
La última sección discute las conclusiones 
derivadas del análisis general y expone al-
gunas recomendaciones prácticas.
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Modelos de costos de política 
de drogas a nivel internacional

Fuente: 
elaboración 
propia.

Figura 1. 
Perspectiva 
multinivel 
de los 
costos de 
política de 
drogas

El fenómeno alrededor de las drogas y las res-
puestas de las políticas públicas conlleva una 
gran variedad de acciones y recursos. Este es-
tudio reconoce que el sector público no es el 
único en cubrir los costos presupuestarios del 
gobierno destinado a las políticas de drogas, 
sino también los costos incurridos por los indi-
viduos, familias, organizaciones y la sociedad 
en general, quienes también erogan e invier-
ten una parte importante de sus recursos para 
reducir o remediar los daños ocasionados por 
el fenómeno en torno a las drogas y las políti-
cas que las atienden.
	 El costo del fenómeno en torno a las 
adicciones y a las políticas públicas implican la 
cantidad de recursos destinados para diversas 
estrategias y acciones como la prevención, tra-
tamiento, seguridad, salud, y seguridad social. 

Estos recursos son incurridos e invertidos en 
diferentes niveles: individuos, familias, organi-
zaciones, y sociedad en general (ver figura 1). 
Es decir, tanto el fenómeno como el registro 
de sus costos representan un reto de naturale-
za multinivel.
	 Los costos destinados por el go-
bierno a cualquier política de drogas tam-
bién deben analizarse con base en esta pers-
pectiva multinivel en la que los individuos, 
familias, organizaciones y sociedad incurren 
en diferentes tipos de recursos en términos 
de vidas, productividad, enfermedad, trata-
miento y rehabilitación; sin embargo, este 
tipo de registro es ambicioso e incompatible 
con los sistemas presupuestarios y tipos de 
contabilidad que actualmente utilizan los 
gobiernos de manera oficial.
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	 En el ámbito individual, los costos 
de una persona en torno al fenómeno de las 
drogas implican potencialmente la pérdida 
de la vida, empleo, ingreso y/o ahorro por 
causa de la adicción a las drogas propio o de 
un familiar.
	 En el ámbito familiar, estos costos 
incluyen también la pérdida de vidas, proce-
sos legales, gastos en servicios de salud, tra-
tamiento y rehabilitación. Cuando alguno de 
los miembros de la familia está inmerso en el 
fenómeno de las drogas, la familia se expone 
más fácilmente a costos ocasionados por da-
ños en su patrimonio, ingreso y/o ahorro fami-
liar. Por último, las familias también son afec-
tadas por los posibles costos de la movilidad 
social y oportunidad económica de los hijos 
y/o la pareja debido al consumo o las activida-
des ilegales relacionadas con las drogas.
	 En el ámbito organizacional, los cos-
tos incurridos involucran también la pérdida 
de vidas de sus empleados, daños a su pa-
trimonio, gastos legales y servicios de salud, 
tratamiento, rehabilitación. Adicionalmente, 
las organizaciones pueden arriesgar los in-
gresos y gastos de la organización, así como 
la movilidad y oportunidad económica de sus 
empleados debido al fenómeno de las drogas.
	 La información y estadísticas en 
torno a los efectos y costos relacionados con 
los costos del fenómeno sobre las drogas en 
cada uno de estos niveles son escasas e insu-
ficientes para el análisis de políticas públicas. 
De igual manera, este tipo de información y 
registros en los sistemas presupuestarios es 
prácticamente inexistente como para aportar 

elementos para el análisis del gasto y el im-
pacto de las diferentes estrategias y políticas 
de drogas. Por lo general, los sistemas presu-
puestarios registran los costos del fenómeno 
de las drogas en términos del gasto público 
destinado, por ejemplo, a áreas administra-
tivas como secretarías u organizaciones del 
sector público asumidas como responsables 
de las políticas y acciones en torno a las polí-
ticas públicas. Otra fuente de información son 
los servicios de salud, tratamiento y rehabi-
litación o las estrategias y acciones contra el 
crimen organizado.
	 En la literatura existen diferentes 
métodos para la estimación de costos del fe-
nómeno en general en torno a las adicciones 
y las políticas de drogas. La mayoría se enfoca 
en calcular los costos incurridos por los go-
biernos en políticas de drogas, pero existen 
algunos trabajos que estiman los costos en 
otros niveles. Esta sección revisa los métodos 
de costos de política de drogas en cuatro ca-
tegorías (ver figura 2): por grupos, top-down, 
costo-beneficio y multinivel.
	 Los esfuerzos por cuantificar los 
costos incurridos por las políticas de drogas 
son relativamente recientes. Los métodos por 
grupos y top-down fueron los primeros mé-
todos desarrollados para estimar el costo de 
una política de drogas. El método por grupos 
implica un análisis de los costos clasificados 
por grupos de la población o tipos de eventos, 
conductas, actores, o acciones de política pú-
blica. Schiraldi et al. (2000) estimaron el costo 
del encarcelamiento en prisiones y cárceles 
locales por grupos o tipos de delitos. Este pri-
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mer esfuerzo calculó el costo unitario por pri-
sionero en grupos de delitos con el propósito 
de realizar comparativos entre tipos de delitos 
(por ejemplo: delitos graves versus delitos me-
nores, delitos violentos versus no-violentos). El 
método top-down implica una clasificación de 
los costos incurridos en una política de dro-
gas desde la perspectiva de los responsables 
de la política de drogas. Este método clasifica 

la información de los costos con base en los 
sistemas de información y lógica de las autori-
dades, gobiernos y organizaciones a cargo de 
implementar y operar estas medidas.
	 Miron (2003) identifica y estima 
los costos de las políticas de drogas en tres 
categorías de interés: crimen, salud e indivi-
duales. El costo del crimen incluye los costos 
del sistema de justicia criminal y otros costos 

Figura 2. Modelos 
de costos de política 
de drogas

Fuente: elaboración propia.

judiciales relacionados, protección policiaca, 
gastos legales, costos del sistema correccio-
nal, prisión estatales y locales, y gastos para 
reducir la demanda (comunicación social y 
prevención). Los costos en la categoría de 
salud involucra el tratamiento especializado 
comunitario, tratamiento del Gobierno Fede-
ral en prisiones, tratamiento y prevención a la 

población abierta, investigación, administra-
ción de seguros, servicios médicos, hospitala-
rios y ambulatorios, costos por enfermedad y 
defunción (niños expuestos, vih/sida, hepatitis 
B y C, entre otras), costos de víctimas de cri-
men relacionado con las drogas, entre otros. 
Miron (2003) también sugiere estimar los cos-
tos privados y aquellos derivados de la pérdi-
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da de la productividad. Los costos privados re-
presentan la defensa legal privada, daños en 
propiedad de víctimas del crimen y otros cos-
tos privados relacionados con el fenómeno de 
las drogas. Miron (2003) también considera los 
costos indirectos en las familias, organizacio-
nes y sociedad en términos de pérdidas por 
productividad, como la muerte prematura, 
enfermedades causadas por el abuso de dro-
gas, institucionalización, y/u hospitalización 
de las víctimas, consumidores, y encarcelados. 

emcdda (2004), también desarrolló 
un modelo top-down para evaluar los cos-
tos incurridos por los países miembros de 
la comunidad europea en materia de po-
lítica de drogas. Como en el estudio ante-
rior, la emcdda (2004) clasifica los costos en 
tres categorías principales: tratamiento de 
la adicción y rehabilitación, enfermedad 
y privados. El tratamiento de la adicción y 
rehabilitación involucra los costos por los 
procesos judiciales (law enforcement), jue-
ces, policía, aduanas, prisiones, servicios de 
seguridad externos, entre otros. Los costos 
de la enfermedad sugieren el monto de re-
cursos erogados por accidentes y desórde-
nes relacionados con drogas y sobredosis 
como: anemia, infecciones de hueso, piel y 
articulaciones, meningitis, enfermedades 
hepáticas, endocarditis, enfermedades del 
corazón, hepatitis, vih, desórdenes menta-
les, neumococo, enfermedades respirato-
rias, y enfermedades de transmisión sexual, 
entre otros. Los costos y gastos privados de 
los usuarios de drogas son reconocidos pero 

no recolectados por la dificultad de acceso 
en las estadísticas oficiales. Finalmente, la 
emcdda también identifica pérdidas en pro-
ductividad de los individuos, por ejemplo 
el desempleo, bajo rendimiento, ausencia, 
desórdenes y mortalidad de algún miembro 
de la familia, organización o sociedad.  

Reuter (2006) realizó una estima-
ción de los costos directos incurridos por el 
gobierno en las políticas relacionadas con el 
fenómeno de las drogas en tres categorías: 
prevención, mantenimiento y reducción de 
daño. Prevención incluye el costo de pro-
gramas escolares de prevención de drogas, 
campañas en los medios de comunicación, 
y reducción del acceso de los jóvenes a las 
drogas a través de la vigilancia policial en 
escuelas y lugares de convivencia social. 
En cuanto al mantenimiento se refiere a los 
costos por producción de drogas sintéticas 
legales para el tratamiento (metadona), 
orientación y asesoramiento, abstinencia 
forzada mediante supervisión de libertad 
condicional, el sistema judicial (law  enfor-
cement), acciones para la reducción de la 
oferta y demanda, arrestos de traficantes 
y vendedores, correcciones, y arrestos de 
compradores. El componente de la reduc-
ción de daños implica la prevención de da-
ños, mejoramiento de las malas consecuen-
cias, cambio de jeringas, metadona de bajo 
umbral, mensajes de consumo responsable, 
y cuidado de la salud de los adictos infec-
tados. El modelo de Reuter no considera 
componentes individuales, privados o los 
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costos indirectos incurridos por los indivi-
duos, familias, organizaciones o la sociedad 
en general.

Liccardo et al. (2009) realizaron un 
compendio de indicadores de políticas de 
drogas en cuatro dimensiones: investigación, 
crimen, salud y productividad. En investiga-
ción se incluyeron los indicadores de costos 
de investigación y prevención. En materia de 
crimen, se recopilaron indicadores sobre los 
costos de los crímenes relacionados con dro-
gas, costo de cortes y procesamiento judicial 
de crímenes relacionados con las drogas, y los 
costos de correccionales y prisiones. Los in-
dicadores de salud incluyen los costos de los 
tratamientos de drogas, muertes relaciona-
das con las drogas, sobredosis, enfermedades 
contagiosas, efectos perinatales y neonatales, 
lesiones intencionales, lesiones no-intencio-
nales, salud mental, y costos relacionados con 
la seguridad social. Finalmente, los indicado-
res en materia de pérdida de productividad 
señalan los costos por incapacidades, mor-
talidad prematura, pérdida de tiempo en el 
trabajo debido a encarcelamiento por drogas, 
pérdida de salarios y fondos, daños por acci-
dentes de tráfico, pérdida de empleo, promo-
ción de salud, pruebas de consumo de drogas, 
enfermedades por vih y hepatitis B y C, y com-
pensación a trabajadores. Este estudio desa-
rrolla la perspectiva tradicional de top-down 
considerando indicadores de costos unitarios 
de diversas acciones de política de drogas.

Por último, la organización Drug Po-
licy Alliance (dpa, 2011) extendió el modelo 
top-down junto con la metodología por grupo 

evaluando la aplicación severa de la ley sobre 
ciertos grupos raciales, en particular los lati-
nos y negros, a fin de estimar los costos en tres 
categorías: seguridad y orden, financieros, y 
sociales. La dimensión de seguridad y orden 
implica los costos de prisión, policía y corte. 
Los costos financieros involucran los gastos 
por tratamiento de enfermedades y rehabili-
tación, pérdida de la vida, objetos perdidos, y 
resultado de delitos graves. Los costos socia-
les involucran los costos en desempleo, humi-
llación, historial crediticio, ayuda financiera y 
becas estudiantiles, entre otros.

El método costo-beneficio involucra 
una evaluación tanto de los costos incurridos 
en las políticas, programas y acciones relacio-
nados con las drogas como de los beneficios 
y resultados positivos de estas medidas. Ritter 
(2007) evalúa los costos y beneficios de las po-
líticas de prevención como las orientadas a fa-
milias y jóvenes, intervención temprana, siste-
ma de justicia, nuevas tecnologías, campañas 
en medios de comunicación, prevención de 
enfermedades crónicas, y pruebas de drogas 
en escuelas y en el trabajo. En general, la eva-
luación compara dos modelos de política de 
drogas: políticas prohibicionistas versus políti-
cas de salud pública. Las primeras se refieren 
a las políticas orientadas al control y combate 
contra el tráfico, y crimen organizado versus 
las políticas de nivel de calle y de elección a fin 
de motivar la abstinencia y reducir el consumo 
y delito. Entre las políticas evaluadas en este 
segundo grupo están los programas como je-
ringas, comunidades terapéuticas, salud men-
tal, especialistas, farmacoterapias, esquemas 
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de copago de pacientes y sistema de fondos 
para farmacoterapias. El trabajo de Ritter con-
sidera como costos privados en materia de 
drogas los destinados por los individuos para 
consumo casual o para entretenimiento.

El método multinivel clasifica los 
costos de una política de drogas en niveles o 
ámbitos. Por ejemplo, Moore (2008) evaluó los 
costos de las políticas de drogas en tres ám-
bitos: Gobierno Federal, Estatal y Municipal. 
Al mismo tiempo los costos son clasificados 
en seis categorías: prevención, ley y orden, 
tratamiento y gastos reactivos, reducción de 
daños, consecuencias de salud y otros costos. 
En materia de prevención, el análisis deter-
mina los costos de estas acciones en las es-
cuelas, salud, prevención fuera de la escuela, 
tanto del Gobierno Federal como de los go-
biernos locales. Dentro del componente de 
ley y orden, el modelo estima los costos de 
la política general atendiendo tráfico de dro-
gas, crimen organizado, protección de adua-
nas y fronteras, recursos judiciales, gastos 
legales, servicios de prisión y correccionales, 
otros de cumplimiento de la ley, recursos ju-
diciales, servicios de la policía, gastos legales, 
entre otros, en cada ámbito de gobierno. Fi-
nalmente en materia de tratamiento y gastos 
reactivos, el estudio calcula los costos de los 
servicios de tratamiento de abuso de las dro-
gas, mantenimiento de farmacoterapias, tra-
tamiento en las correccionales y prisiones en 
cada instancia de gobierno. En lo que respec-
ta a reducción del daño se estima el costo en 
programas de jeringas y otras políticas para 
reducción del daño. Las consecuencias de sa-

lud involucran los costos hospitalarios, costos 
médicos, farmacéuticos, costos de transporta-
ción ambulatoria, y otros costos médicos y de 
servicios adicionales. El rubro de otros costos 
abarca la seguridad social y accidentes de trá-
fico ocasionados por intoxicación de drogas.

En 2008, la emcdda extiende su mo-
delo top-down hacia un modelo multinivel 
utilizando una clasificación de aplicación 
internacional entre los gobiernos de los paí-
ses miembros (International Classification of 
the Functions of Government, cofog). El cofog 
busca etiquetar la información del gasto pú-
blico de los gobiernos en categorías o claves 
presupuestarias explícitamente etiquetadas 
para política de drogas denominadas “La-
belled Drug-related Public Expenditure”. Por 
razones de espacio sólo se menciona que el 
cofog considera tres categorías de gasto en 
materia de política de drogas: orden público 
y seguridad, salud, y gastos no etiquetados. 
El rubro de orden público y seguridad inclu-
ye los costos en servicios policiacos, cortes, 
prisiones, orden y seguridad, y otros clasifi-
cados de ley. En cuestión de salud se estiman 
los costos por productos y servicios médicos, 
servicios no-hospitalarios y hospitalarios, in-
vestigación y desarrollo en salud, y otras ca-
tegorías de salud. El modelo cofog reconoce 
gastos no etiquetados (non-labelled drug-re-
lated expenditure). El manual de cofog detalla 
las claves presupuestarias de la estructura 
funcional-programática del gasto público de 
los gobiernos destinados a política de dro-
gas. Cabe señalar que el gobierno de México, 
como el de muchos otros países, ha firmado 
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acuerdos internacionales con el propósito de 
adoptar el cofog en los sistemas presupues-
tarios y contables. En 2010, Prieto (2010) ex-
tiende el método cofog para los países de la 
Comunidad Europea reconociendo el costo 
individual per cápita relacionado con el con-
sumo de las drogas. Esta nueva metodología 
no ha sido adoptada aún en México.

El método de costo-beneficio es una 
evaluación tanto de los costos incurridos por 
los gobiernos, organizaciones, familias y per-
sonas en torno a las políticas de drogas como 
de los beneficios de estas medidas en varios 
ámbitos. La evaluación costo-beneficio com-
para la inversión y resultados de las políticas 
de drogas en diferentes ámbitos. Un estudio 
realizado por The Pew Charitable Trust (2010) 
aplicó el modelo costo-beneficio tanto de 
las acciones del gobierno como de la situa-
ción de los individuos. El estudio valora los 
costos y beneficios directos de una política 

prohibicionista del gobierno como, por ejem-
plo, los costos y resultados de las prisiones, 
encarcelamientos, programas vocacionales y 
entrenamiento para el empleo, y programas 
de supervisión de libertad bajo caución (pro-
bation). A nivel individual, el estudio evalúa 
los costos desde la perspectiva de los en-
carcelados, sus familias e hijos en cuanto a 
salarios e ingresos perdidos, pérdida de mo-
vilidad económica, pérdida de ingreso fami-
liar, pérdida de ahorro individual y familiar, y 
pérdida de oportunidades y estigma sociales. 
Miron y Waldock (2010) combinan el modelo 
de costo-beneficio con el de multinivel con-
siderando el gasto de los gobiernos en dife-
rentes niveles (federal, estatal y municipal) 
para evaluar los costos policiales por arresto, 
impartición de justicia (gasto judicial), y en-
carcelamientos (convictos) relacionado con 
crímenes por producción, tráfico y posesión 
de drogas.

Método de investigación
El estudio identifica y estima el gasto guber-
namental con relación a los distintos rubros 
de política de drogas durante el periodo 
2006-2012: seguridad, justicia, educación, 
salud, medio ambiente, entre otros. Para ello, 
este estudio utiliza un diseño de investiga-
ción mixto con diversos componentes. Pri-
mero, se realizó una revisión de la literatura 
sobre modelos de costeo e impacto presu-
puestario de políticas de drogas a nivel in-
ternacional a fin de identificar el modelo de 
clasificación de la información conforme a 
las dimensiones clave de política de drogas. 

Para ello, también se realizó una revisión do-
cumental de presupuestos aprobados, nor-
matividad gubernamental y bases de datos 
presupuestarias disponibles para el periodo 
2006-2012.
	 Con esta información se codificaron 
las claves presupuestarias de los presupues-
tos de egresos de la Federación aprobados 
(presupuesto original) cuyo nivel de detalle 
permite el seguimiento intertemporal del 
gasto público. La clave presupuestaria es el 
instrumento de política presupuestaria que 
permite identificar el destino del gasto públi-
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Figura 3. Clave presupuestaria

Fuente: Manual de Programación y Presupuesto para el Ejercicio Fiscal, 2012.

co en tres dimensiones: administrativa, eco-
nómica y funcional-programático (ver figura 
3). La clave presupuestaria es el instrumento 
de codificación del gasto público en México 

para el análisis de cualquier política pública 
en tres dimensiones: estructura administra-
tiva, estructura funcional-programática (co-
fog), y estructura económica.

Con base en la codificación realizada a nivel 
de clave presupuestaria fue posible clasificar 
los presupuestos de acuerdo al destino den-
tro de la política de drogas. Los presupuestos 
dentro del periodo 2006-2012 fueron codifi-
cados con las claves presupuestarias identi-
ficadas para la política de drogas y una base 
de datos fue construida en consecuencia. Las 
bases de datos utilizadas provienen de Analí-
tico de Claves conocida como AC01 del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de los 
ejercicios fiscales 2006- 2012 publicados en 
http://www.shcp.gob.mx/EGRESOS/PEF/Pagi-
nas/PresupuestodeEgresos.aspx.
	 Finalmente, los análisis comparati-
vos intertemporales fueron realizados utili-
zando gráficos y estadísticas descriptivas. 	
	 El presente estudio aplica el método 
top-down reconociendo las dimensiones de 
costos de políticas de drogas existentes en la 
literatura revisada en la sección anterior. La ta-
bla 2 muestra los conceptos de costos de cada 

dimensión de política de drogas.
	 El método del presente estudio 
fue identificar y codificar las posibles claves 
presupuestarias para cada una de las 
dimensiones clave de política de drogas. 
Para enriquecer el proceso de codificación 
se revisaron varios estudios previos 
realizados para el caso mexicano a fin de 
identificar puntual y claramente las claves 
presupuestarias involucradas en política 
de drogas (cefp, 2006; 2010; Reyes Tépach, 
2006a; 2006b; 2008; 2009a; 2009b, 2009c; 
2010a; 2010b; 2011; Sosa-Rubí, Sesma y 
Guijarro, 2000). Estos estudios se encuentran 
enlistados en la sección de referencias bajo 
la categoría de “Estudios en México”. Previo 
a la codificación de las bases de datos de 
los presupuestos originales, primero se 
identificaron las categorías correspondientes 
a las estructuras administrativa y funcional-
programática mencionadas en los estudios 
referidos. La estructura administrativa 
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Dimensión Conceptos de costos

Prevención, tratamiento
y derechos humanos

Salud y medio ambiente

Ley y orden

Los costos de prevención y tratamiento especializado en servicios 
comunitarios, tratamiento del gobierno en prisiones, tratamiento y prevención 
a la población abierta, costo de programas escolares de prevención de 
drogas, campañas en los medios de comunicación y reducción del acceso de 
los jóvenes a las drogas a través de la vigilancia policial en escuelas y lugares 
de convivencia social, costos por producción de drogas sintéticas legales para 
el tratamiento (metadona), orientación y asesoramiento, abstinencia forzada 
mediante supervisión de libertad condicional, acciones para la reducción de 
la oferta y la demanda. El componente de la reducción de daños implica la 
prevención de daños, mejoramiento de las malas consecuencias, cambio de 
jeringas, metadona de bajo umbral, mensajes de consumo responsable y 
cuidado de la salud de los adictos infectados.

Los costos de salud incluyen los costos de la enfermedad sugieren el monto 
de recursos erogados por accidentes y desórdenes relacionados con drogas 
y sobredosis tales como: anemia, infecciones de hueso, piel y articulaciones, 
meningitis, enfermedades hepáticas, endocarditis, enfermedades del 
corazón, hepatitis, vih, desórdenes mentales, neumococo, enfermedades 
respiratorias y enfermedades de transmisión sexual, entre otros. Los costos 
de investigación, administración de seguros, servicios médicos, hospitalarios 
y ambulatorios, costos por enfermedad y defunción (niños expuestos, hiv/
aids, hepatitis B y C, entre otras), costos de víctimas de crimen relacionado 
con las drogas, entre otros también forman parte de este rubro. Los costos de 
medio ambiente abarcan los costos de administración de recursos naturales 
en regiones con actividades de cultivo y tráfico de drogas, desforestación de 
bosques y erradicación de fauna y flora en extinción por el cultivo de drogas, 
los efectos en la salud y en la economía por el uso de fertilizantes y sustancias 
químicas tanto para el cultivo como para de las drogas, el impacto directo 
e indirecto de la erradicación y deforestación de campos para el cultivo de 
drogas, el impacto socio-económico de las comunidades involucradas en 
el cultivo de drogas, y el impacto de acciones de seguridad pública, justicia 
y procesos judiciales a comunidades rurales e indígenas en las regiones 
afectadas por el fenómeno de las drogas, entre otros.  

Los costos del sistema de justicia criminal y otros por los procesos 
judiciales (law enforcement) relacionados, protección policiaca, gastos 
legales, costos del sistema correccional, prisiones federales, estatales 
y locales, gastos para reducir la demanda (comunicación social y 
prevención), sueldos de jueces, policia, aduanas, prisiones, servicios 
de seguridad externos, costos por arrestos de traficantes y vendedores, 
correcciones y arrestos de compradores, entre otros.

Tabla 2. Dimensiones y conceptos de costos de políticas de drogas

Fuente: elaboración propia.

3 Cabe aclarar que esta estructura se ha modificado desde 2006. Por ejemplo las categorías de finalidad 
y programas presupuestarios recibían un tratamiento similar a lo que antes se denominaban grupo 
funcional y actividad institucional, respectivamente, por lo que en varios casos fue necesario rastrear las 
cuentas por la categoría correspondiente en cada año fiscal.

implica la codificación a nivel de ramo y 
unidad responsable del Gobierno Federal. 
La estructura funcional-programática abarca 
las categorías programáticas denominadas:3 

finalidad, función, subfunción, y programas 
presupuestarios. Los anexos 1 y 2 detallan los 
códigos de cada estructura utilizados para 
la codificación de las claves presupuestarias 
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identificadas en los Estudios en México 
como parte de la política de drogas del 
Gobierno Federal.
	 El anexo 1a detalla la codificación de 
las claves presupuestarias de la clasificación 
por ramo y unidad responsable del Gobier-
no Federal. Se identificaron algunos ramos y 
unidades como posibles participantes en la 
política de drogas y se incluye una propuesta 
para futuras codificaciones en cada una de las 
dimensiones de política de drogas. En varios 
casos fue posible identificar claramente los 
ramos y unidades responsables, pero en otros 
no fue posible alinearlos debido a cambios en 
las estructuras organizacionales, creaciones y 
bajas dentro de los ramos y unidades respon-
sables del Gobierno Federal. 
	 El anexo 2b ofrece información so-
bre la codificación en la clasificación funcio-
nal-programática para grupo funcional (o 
finalidad), función, subfunción, y programas 
presupuestarios. En la mayoría de los casos 
los catálogos desde 2006 hasta el año 2012 
fueron sujetos a modificaciones que tuvie-
ron que ser detectadas con el fin de realizar 

una codificación adecuada. Asimismo, no se 
incluyó una propuesta de codificación para 
política de drogas debido a que no existe ac-
tualmente en la clave presupuestaria, ni en 
la clasificación funcional-programática, ni en 
los catálogos de finalidad, función, subfun-
ción y programas presupuestarios un listado 
de cuentas relacionadas con política de dro-
gas. La ausencia de este mecanismo sugie-
re que, a pesar de que el fenómeno fue una 
prioridad de la administración, el proceso de 
administración del gasto público no contaba 
con los métodos y sistemas de información, 
presupuestarios y contables adecuados para 
el registro y monitoreo de las acciones e in-
formación del Gobierno Federal en materia 
de política de drogas. La codificación se reali-
zó con base en la revisión de estudios previos 
y una propuesta por parte de este estudio. 
Finalmente, la codificación excluyó el gasto 
público asignado a áreas administrativas o 
de apoyo, como oficialías mayores y unidades 
responsables jerárquicamente dependientes 
de ellas, representaciones administrativas, 
coordinaciones, entre otras. 

a, b Disponibles en www.politicadedrogas.net

Resultados
Los resultados son presentados de manera 
comparativa entre las dimensiones de po-
lítica de drogas utilizando tres categorías 
de gasto público: clasificación administra-
tiva, clasificación funcional-programática y 
clasificación económica. Las subsecuentes 
secciones muestran los detalles del gasto 

asignado a las políticas de drogas para efec-
tos administrativos de ramos y unidades 
responsables (clasificación administrativa), 
de los programas, proyectos y actividades 
institucionales (clasificación funcional-pro-
gramática), y del objeto de gasto (clasifica-
ción económica).
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	 En general, los resultados mues-
tran que el total de recursos asignados en 
los presupuestos del Gobierno Federal a la 
política de drogas durante el periodo 2006-
2012  asciende a un total de 814,033.6 millo-
nes de pesos, de los cuales 790,353.6 millo-
nes fueron destinados a la dimensión de Ley 
y Orden. Estos recursos representan 97.09% 
del total del presupuesto asignado a esta 
área de política pública. En materia de Pre-

vención, Tratamiento y Derechos Humanos, 
el monto de recursos asignados ascendió a 
un total de 23,679.9 millones de pesos du-
rante el mismo periodo, implicando 2.91% 
de los presupuestos en política de drogas du-
rante el mismo periodo. En lo que respecta al 
cambio porcentual, en general, del monto de 
gasto destinado a política de drogas de 2006 
a 2012 se incrementó en 134.6% (ver anexo 5 
disponible en www.politicadedrogas.net).

Clasificación  administrativa

Figura 4. 
Los ramos de la 
dimensión de ley 
y orden durante 
2006-2012 
(millones de pesos)

Fuente: elaboración propia.

Con relación a la clasificación administra-
tiva por ramos es posible identificar que la 
dimensión de política de drogas con mayor 
asignación de gasto es la de Ley y Orden, as-
cendiendo a más de 790,000 millones de pe-
sos durante el periodo 2006-2012 (ver anexo 
3). Los ramos que recibieron mayores recur-
sos en la dimensión de Ley y Orden fueron 

el poder judicial (29%), defensa (25%), segu-
ridad pública (20%), marina (8%), aportacio-
nes federales (8%) y pgr (6%) (ver figura 4). 
Los ramos más apoyados en la dimensión de 
Prevención, Tratamiento y Derechos Huma-
nos fueron Salud (73%), cndh (13%), pgr (5%), 
Gobernación (4%) y Seguridad Pública (4%) 
(ver figura 5).
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	 Al nivel de unidad responsable, la 
tendencia no cambia. Las unidades respon-
sables más apoyadas presupuestalmente ha-
blando fueron las codificadas en la dimensión 
de Ley y Orden. Por ejemplo, el Consejo de la 
Judicatura Federal del Poder Judicial, la Policía 
Federal y Prevención y Readaptación Social de 
la Secretaría de Seguridad, algunas coman-
dancias de las regiones militares de la Defen-
sa, y las fuerzas, regiones, zonas y sectores 
navales de Marina recibieron el mayor monto 
de recursos presupuestarios asignados duran-
te el periodo (ver figura 6). Estas 15 unidades 
responsables exclusivamente se beneficiaron 
con 81.36% del total de los recursos en mate-
ria de política de drogas.
	 En cambio, las unidades responsables 
de la dimensión de Prevención, Tratamiento y 

Derechos Humanos que recibieron mayor can-
tidad de recursos presupuestarios fueron el Cen-
tro Nacional para la Salud de la Infancia y la Ado-
lescencia, el Centro de Integración Juvenil, A.C., 
el Secretariado Técnico del Consejo Nacional 
Contra las Adicciones, Centro Nacional para la 
Prevención y el Control del vih/sida, Centro Nacio-
nal para la Prevención y el Control de las Adiccio-
nes, el Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia, varias unidades responsables 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
y diversas áreas de derechos humanos en la 
Defensa, Seguridad Pública y Gobernación (ver 
figura 7). El presupuesto total asignado a esta 
dimensión de estas 15 unidades representa sólo 
2.51% del total destinado a la política de drogas 
y 86.45% del presupuesto asignado a Preven-
ción, Tratamiento y Derechos Humanos.

Fuente: elaboración propia.

Figura 5. Los 
ramos de la 
dimensión de 
Prevención, 
tratamiento 
y derechos 
humanos durante 
2006-2012 
(millones de pesos)
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El análisis de esta sección incluye los niveles 
de subfunción y programa presupuestario. 
Para la dimensión de Ley y Orden, las subfun-
ciones que recibieron mayor cantidad de re-
cursos fueron impartición de justicia, defensa, 
policía, sistema nacional de seguridad públi-
ca, marina, procuración de justicia, reclusión 
y readaptación social, inteligencia, entre otros 
(ver figura 8). Las subfunciones más represen-
tativas en esta área de política de drogas fue-
ron impartición de justicia, defensa, marina y 
policía, representando 87.22% del total de re-
cursos asignados a política de drogas durante 
el periodo 2006-2012. 
	 En cuanto al rubro de Prevención, 
Tratamiento y Derechos Humanos, las subfun-
ciones más apoyadas financieramente fueron 
la prestación de servicios de salud a la persona 
y a la comunidad, derechos humanos, recto-
ría del sistema de salud, policía, investigación 
científica, entre otros (ver figura 9). En parti-
cular, los primeros tres rubros representaron 
2.23% del total del presupuesto de política de 
drogas y 76.80% del gasto en este rubro.
	 La clasificación por programas presu-
puestarios ofrece otro ángulo de análisis sobre la 
asignación de gasto público en política de dro-
gas. La figura 10 muestra los 15 programas pre-
supuestarios con mayor asignación en la dimen-
sión de Ley y Orden. En ella, es posible distinguir 
varios programas bajo la denominación de 

“Otras actividades”. Este tipo de programas son 
muestra de la falta de control presupuestario so-
bre los recursos asignados a política de drogas, 
pues un rubro etiquetado como “Otras activida-
des” es muy general. A pesar de esta ausencia de 
control, los programas con mayor participación 
del presupuesto en esta área de política de dro-
gas son: otras oportunidades (Poder Judicial), 
defensa de la integridad, la independencia, la 
soberanía del territorio nacional (Defensa), im-
plementación de operativos para la prevención 
y disuasión del delito (Seguridad Pública), y otras 
actividades (Marina y Defensa). Estos programas 
presupuestarios absorben 58.06% del total de 
los recursos asignados en política de drogas.
	 Por el contrario, los programas pre-
supuestarios destinados a la dimensión Pre-
vención, Tratamiento y Derechos Humanos 
recibieron una cantidad de recursos mucho 
menor. La figura 11 muestra los 15 programas 
en este rubro con mayor monto de recursos 
asignados para: reducción de enfermedades 
prevenibles por vacunación, prevención y 
atención contra las drogas, varios en materia 
de derechos humanos, prevención y aten-
ción de vih/sida, entre otros más. Los primeros 
dos programas E36 y E25 implicaron 42.53% 
del total de recursos a la dimensión de Pre-
vención, Tratamiento y Derechos Humanos y 
1.24% del total de los recursos para política de 
drogas durante el periodo 2006-2012.

Clasificación funcional-programática
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Figura 8. Las subfunciones con mayor 
asignación en la dimensión de ley y orden 
durante 2006-2012 (millones de pesos)

Fuente: elaboración propia.
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Figura 11. Los 15 programas presupuestarios con mayor asignación 
en la dimensión de prevención, tratamiento y derechos 
humanos durante 2006-2012 (millones de pesos)

Fuente: elaboración propia.
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Clasificación económica

Fuente: elaboración propia.

Las clasificaciones administrativa y funcio-
nal-programática permitieron observar el 
destino del gasto en política de drogas. Los 
resultados muestran una tendencia impor-
tante hacia los ramos, unidades responsa-

bles, funciones, subfunciones, y programas 
presupuestarios orientados a Ley y Orden en 
detrimento de las asignaciones a las mismas 
categorías para Prevención, Tratamiento y 
Derechos Humanos.

Figura 12. Objeto 
de gasto de la 
dimensión de ley 
y orden durante 
2006-2012 
(millones de pesos)

Figura 13. Objeto de 
gasto de la  dimensión de 

prevención, tratamiento 
y derechos humanos 

durante 2006-2012 
(millones de pesos)

Fuente: elaboración propia.
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Conclusiones
Estas clasificaciones fueron útiles para respon-
der a las preguntas “¿quién?” y “¿para qué se 
han utilizado estos recursos?”; sin embargo, la 
clasificación económica sirve para contestar 
la pregunta sobre qué tipo de recursos se han 
adquirido con los presupuestos asignados a 
la política de drogas durante el periodo 2006-
2012. Los resultados muestran que el gasto 
corriente, primordialmente representado por 
servicios personales y de manera marginal, los 
servicios generales acumulan la mayor parte 
de los presupuestos tanto en la dimensión de 
Ley y Orden como en la dimensión de Preven-
ción, Tratamiento y Derechos Humanos.
	 El presupuesto en cualquier país im-
plica un sistema de información político-jurí-
dico-administrativo que debe entenderse con 
el fin de evaluar adecuadamente el impacto 
del gasto público en cualquier área de política 
pública. En este sentido, la política de drogas 
implementada en la administración pasada no 
es la excepción. El propósito de este estudio 
es mostrar el estado actual de esta estimación 
presupuestaria para la política de drogas im-
plementada por el Gobierno Federal en Mé-
xico durante el periodo 2006-2012. Mediante 
una revisión de la literatura, varios estudios 

realizados para el caso mexicano, presupues-
tos de egresos de la Federación del periodo 
2006-2012, manuales y documentos oficiales, 
fue posible detectar las claves presupuestarias 
destinadas a algunas de las dimensiones de 
política de drogas. Los resultados muestran 
que existe cierta facilidad en registrar las ope-
raciones presupuestarias de las dimensiones 
de Ley y Orden y Prevención, Tratamiento y 
Derechos Humanos; sin embargo, la dimen-
sión de Salud y Medio Ambiente es ignorada 
de manera negligente. Los resultados de este 
análisis indican que la tendencia de gasto se 
inclina al fortalecimiento de la dimensión de 
Ley y Orden, con un descuido importante o 
nulo en las otras dimensiones de política de 
drogas (Prevención, Tratamiento y Derechos 
Humanos y Salud y Medio Ambiente). En ge-
neral, los rubros en materia de Ley y Orden 
implicaron 790,353.7 millones de pesos, es de-
cir, 97.07% del total de gasto asignado a polí-
tica de drogas cuando el rubro de Prevención, 
Tratamiento y Derechos Humanos implicó 
solamente 23,679.9 millones de pesos, es de-
cir, 2.91%. La figura 14 representa de manera 
sencilla la presión de gasto de Ley y Orden en 
la política de drogas mexicano.
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	 Esta tendencia del gasto público ha-
cia la dimensión de Ley y Orden implica una 
descripción implícita sobre el perfil de polí-
tica de drogas mexicano. La política de dro-
gas mexicana define el fenómeno de drogas 
como asunto de seguridad pública, seguridad 
nacional y judicial. Por lo tanto, la prioridad de 
la política de drogas en México es prohibicio-
nista, regulatoria y concentrada en aspectos 
judicial y de seguridad pública. 
	 Otro aspecto que llama la aten-
ción es que la mayor parte del presupuesto 
se concentra, de manera importante, en el 

gasto corriente. Es decir, 90.47% del gasto 
destinado a la política de drogas se destina 
a los sueldos y salarios y el gasto en servicios 
generales y su correspondiente paquete de 
materiales y suministros de los militares, ma-
rinos, policías, y jueces y personal adscritos a 
estas áreas de gobierno de Ley y Orden (ver 
figura 15). Poco se destina a los sueldos y sa-
larios y otros gastos de doctores, enfermeras, 
psicólogos, científicos, maestros, trabajado-
res sociales y otro tipo de personal en apoyo 
a la prevención, tratamiento, salud, derechos 
humanos y medio ambiente.

Fuente: elaboración propia.

Figura 14. Tendencia 
del gasto en 
política de drogas 
en la dimensión de 
ley y orden durante 
el periodo 2006-
2012

Fuente: elaboración propia.

Figura 15. Presión del 
gasto en política 
de drogas en gasto 
corriente durante el 
periodo 2006-2012
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	 Las recomendaciones de los orga-
nismos internacionales y las mejores prácti-
cas internacionales sugieren que la política 
de drogas en cualquier nación implica una 
estrategia integral en varias áreas o dimensio-
nes (emcdda, 2004, 2008, 2011; idpc, 2012; oecd, 
2009, 2011). Este estudio intentó clasificar las 
asignaciones presupuestarias en cada una de 
estas áreas de política de drogas. 
	 Cabe mencionar que este estudio 
identificó varios obstáculos para su realiza-
ción; se enumeran a continuación:

1.	 No hay un sistema o herramienta de 
rendición de cuentas presupuestario 
que capture o clasifique adecuada-
mente el gasto e inversiones públicos 
para cada una de las dimensiones de 
política de drogas: prevención, trata-
miento, derechos humanos, ley y or-
den, y salud y medio ambiente.

2.	 No hay un sistema de estadísticas con-
fiables que provean de un conjunto 
de indicadores de impacto sobre cada 
una de las dimensiones de la política 
de drogas. 

3.	 No hay un sistema de evaluación só-
lido con indicadores de desempeño y 
eficiencia sobre cada una de las dimen-
siones de la política de drogas. 

4.	 Metodológicamente, existieron varios 
obstáculos para el desarrollo del estu-
dio que tendrán influencia sobre futu-

ros esfuerzos de investigación.
5.	 La información a detalle del presu-

puesto sólo se encuentra en su etapa 
de aprobación, no devengada o ejer-
cida.

6.	 No existe consenso sobre la calidad y 
disponibilidad de los indicadores de 
impacto.

7.	 El diseño y desarrollo de indicadores 
de desempeño y eficiencia está com-
prometido bajo criterios de calidad y 
disponibilidad de la información presu-
puestaria y de indicadores de impacto.

	 A continuación se detallan algunas 
recomendaciones básicas para la implemen-
tación de una política de drogas que se espe-
ra será eventualmente instrumentada en los 
sistemas de administración del gasto público:

A.	 Definir una codificación oficial de claves 
presupuestarias por dimensión de políti-
ca de drogas.

B.	 Identificar y construir base de datos de 
indicadores de impacto para cada una 
de las dimensiones de política de drogas.

C.	 Diseñar y desarrollar indicadores de des-
empeño y de eficiencia por dimensión 
de política de drogas.

D.	 Elaborar análisis comparativos entre 
entidades federativas utilizando los 
presupuestos de los gobiernos estata-
les y municipales. 
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